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Causa Nº 47340  
“P.de V., G.J. Incidente de Revisión” (En autos: “Sanatorio Las Flores S.A. Quiebra”).

  Reg....147..

En la ciudad de Azul, a los  15        días del mes de Octubre de Dos Mil Cuatro, reunidos en Acuerdo Extraordinario los Señores Jueces de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial Departamental, Sala II, Doctores Jorge Mario Galdós, Ana María De Benedictis y Víctor Mario Peralta Reyes, para dictar sentencia en los autos caratulados: “P.de V., G.J. Incidente de Revisión. (en autos: Sanatorio Las Flores S.A.-Quiebra).” (Causa Nº47340), se procedió a practicar la desinsaculación prescripta por los arts. 168 de la Constitución Provincial, 263 y 266 del C.P.C.C., resultando de ella que debían votar en el siguiente orden: Dr.GALDOS – Dr.PERALTA REYES - Dra.DE BENEDICTIS.
         Estudiados los autos, el Tribunal resolvió plantear y votar las siguientes:

                  -C U E S T I O N E S-       
     1ª.- ¿Es justa la sentencia de fs.37/38vta.?

     2ª.- ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?.

                   -V O T A C I O N-
         A LA PRIMERA CUESTION, el Señor Juez Doctor GALDOS, dijo:    
                 I)1) De los autos principales, que requeridos oficiosamente tengo a la vista, resulta que a pedido de acreedores laborales se declaró en estado de quiebra a Sanatorio Las Flores S.A. el 14 de febrero de 2003 (fs.151/154), fijándose, luego, el 14 de febrero de 2001 la fecha de inicio de la cesación de pagos (fs.294/295).

         En el estadio de insinuación de créditos el Dr.G. J. P.  de V. se presentó solicitando la verificación de su crédito por $ 90.711,72 en su carácter de letrado apoderado de la parte actora, gananciosa en costas, regulados en los autos laborales “A.de S.Y. y ot. c/Sanatorio Las Flores S.A. y ot. s/indemnización por despido” (expte.9945/96) y “C.de G., I.E. y ot. c/Sanatorio Las Flores S.A. y ot. s/indemnización por despido” (expte. 9991/96).

         Del legajo Nº1, que tengo a la vista (también solicitado oficiosamente), surge que ese importe resulta de adicionar al capital originario (por honorarios) los intereses aprobados en las respectivas resoluciones judiciales, con más los aportes legales también incrementados por intereses. Es decir que la suma pretendida verificar ($90.711,72) comprende los honorarios primigenios por $30.744 (en expte. 9945/96) regulados el 22 de septiembre de 1997, y $4.179 (en expte. 9991/96) también regulados en esa fecha y ambos con más los aportes legales. La solicitud se formuló requiriendo el carácter de privilegio especial y, en subsidio, el de quirografario (conf. actuaciones legajo Nº1, cit.).

         La sindicatura en base a los cálculos que practicó aconsejó verificar el crédito del modo siguiente: “con el carácter de Privilegio Especial $ 57.544,30 correspondiente al capital integrado en concepto de honorarios y aportes del 10% y la suma de $ 61.966,87 en concepto de intereses con el grado de quirografario a lo que deberá adicionarse la suma de $ 50 en concepto de arancel artículo 32 ley 24522 con el mismo rango” (fs.8/9 de estos autos, fs.230/231 autos principales).

         La sentencia verificatoria (fs.270/273 autos principales, fs.11/12 de estas actuaciones) declaró admisible, pero como quirografario el crédito total de $119.561,17 (es decir, capital más intereses), en el entendimiento de que las costas devengadas como accesorios del privilegio especial no se encuentran alcanzadas por la preferencia y por ende son quirografarias (art.241 inc.2 y 242 inc.1 L.C.)                                     

         2) Contra ese pronunciamiento el acreedor dedujo el presente incidente de revisión (fs.2/6) frente al cual el síndico, cambiando su postura anterior, sostuvo que correspondía verificar ese crédito pero la suma de $57.544,30 con el carácter de privilegio general y $62.016,87 como quirografario, lo que totaliza el referido importe de $119.561,17 (fs.20/21). Afirmó que la ley 24522 estableció que los créditos laborales sólo comprenden los intereses cuando se trata de privilegio general y no especial (arts.242 inc.1 y 246 inc.1).     

         La sentencia de grado (fs.37/38), interpretando ambos artículos (arts.242 inc.1 y 246 inc.1 ley 24522), decidió que los honorarios regulados al abogado en sede laboral deben verificarse con privilegio general por su accesoriedad con relación al crédito principal (de índole laboral), pero con el rango de quirografario por los intereses. De ese modo asignó privilegio general a $57.544,30 y como quirografario $62.016,87, o sea $119.561,17 en total.

         Impuso las costas por su orden.   

         Contra ese fallo el Dr.G. J.P.  de V. interpuso recurso de apelación (fs.41) expresando sus agravios a fs.43/47.

         Las quejas se centran en tres puntos. Por un lado se alza contra la asignación del carácter de “admisible” del crédito el que –dice- en la sentencia judicial, objeto de la presente revisión, debió declarárselo “verificado”.

         También se agravia por la asignación del carácter de quirografario al monto de $ 62.016,87, el que debe tener privilegio general ya que al ser intereses del crédito principal (por honorarios) deben seguir el principio de accesoriedad y por ende corresponde asignarles ese rango.

         Finalmente pide que las costas se impongan a la fallida que dio motivo a la promoción de la litis.   

         En suma: pretende se declare “verificado” con privilegio general toda la suma de $ 119.561,17, que incluye el capital y los intereses y que se impongan a la fallida las costas de este incidente de revisión.    

         Corrido traslado de estos agravios, el síndico sólo dice que no comparte que su actuación originara la incidencia, y afirma que fue la Sra. Juez quien declaró el crédito como quirografario en la resolución del art.36 L.C. (fs.59).

         Por su lado el Sr.Fiscal General, en su dictamen de fs. 64/66, postula que dada la naturaleza accesoria de los intereses se les reconozca el privilegio propio de las acreencias laborales del art.246 inc.1 L.C., pero con la limitación que impone ese artículo por el plazo de dos años contados desde la mora y que al no ajustarse la liquidación practicada a esos parámetros (fs.9) debe ser reformulada. Se opone a la imposición de costas a la fallida.

         II) 1) Habré de alterar el orden en el tratamiento  de los agravios para analizar, primero, la queja atinente al privilegio del crédito en revisión, ya que se advierte que la postulación del acreedor y la ulterior postura de la sindicatura –receptada finalmente en la sentencia de grado- exhibe un error conceptual, inadvertido incluso en el dictamen del Sr.Fiscal General.

         En efecto, del legajo Nº1 del acreedor Dr.G. J. P.  de V. (arts.32 y 33 L.C.) surge que el peticionante solicitó se verifique el crédito de $90.711,72, “con más sus intereses”. Arriba a esa suma practicando liquidación y calculando intereses sobre el capital originario. Ese monto proviene de sus honorarios profesionales con más el aporte legal, regulados inicialmente en dos procesos laborales, en los que resultó ganancioso en costas y que corresponde a: a)$30.744 por honorarios y $3.074,40 por aportes legales en el expediente laboral 9945/96 (autos “A. de S. Y. y ots. c/Sanatorio Las Flores”); y b) $4.179 y $417,90 también por honorarios y aportes, en expediente 9991/96 (autos “C.de G., I.E. y ot.c/Sanatorio Las Flores...”, ambos regulados con fecha 22 de septiembre de 1997). En esa liquidación no se discrimina el capital ni los intereses a los fines del privilegio pretendido, ni se aclara la fecha hasta la cual se los calcularon, es decir si se consideró el tope que prevé el art.129 L.C.

         En lo relativo al privilegio solicitó expresamente que lo sea con “privilegio especial, y en subsidio, de no compartirse ese criterio por la sindicatura, con carácter quirografario” (sic, legajo Nº1 cit.).

         El síndico, en el informe individual del art.35 L.C., llegó a la conclusión (que luego modificó en este expediente incidental) de que correspondía asignar privilegio especial al crédito y el rango de quirografarios a los intereses.

         De ese modo discriminó ambos rubros: privilegio especial $57.544,30 (“capital integrado en concepto de honorarios y aportes”) y $61.966,87 “en concepto de intereses con el grado de quirografario” (sic, fs.9, autos principales fs.231).

         Para ello reformuló el “importe total de la liquidación de honorarios de $90.661,72” diferenciando “capital y aportes” en cada juicio: A) $50.648,40 y B) $6.895,90. A cada uno de esos rubros por capital agregó intereses: para el primer caso (“A”) desglosó: “intereses (del 19/02/01 al 14/02/03) $23.298,26” e “intereses por sentencia $32.333,42” y para el segundo (“B”) “intereses (del 18/8/99 al 14/2/03) $5.551,19” e “intereses sentencia” $784.

         De ese modo el privilegio general ($57.544,30) resultaría (no lo dice expresamente) de sumar ambos capitales y el crédito por quirografario de sumar todos los intereses (los cuatro items de intereses).

         2) Resulta evidente, entonces, que el crédito verificado no fue calculado en los términos de los arts.129 y 246 inc.1 L.C., ya que al capital por honorarios se le agregaron –como quirografarios- dos categorías de intereses, confusamente indicados (“intereses por sentencia” e “intereses al 14/2/03”).

         La forma de cálculo utilizada no fue, en suma, la adecuada: $57.544,30, con privilegio general correspondiente a capital y que resulta de sumar las regulaciones de honorarios de ambos procesos laborales: $50.648,40 y $6.895,90, según liquidación del síndico (fs.9) y $61.966,87 como quirografario, que es la sumatoria de “intereses por sentencia” (judicial de condena) e intereses “hasta la fecha de quiebra” (fs.231).

         Ello se aparta de lo normado en el art.246 inc.1 que rige en el caso.

         En anterior oportunidad este Tribunal se pronunció sosteniendo que “los honorarios del letrado apoderado de los trabajadores, devengados en el proceso concursal, ostentan privilegio general, por expresa previsión legal (art.246 inc. 1 L.C.), estando excluidos del privilegio especial sobre el asiento de bienes que para créditos laborales contempla el art.241 inc. 2 L.C., como se desprende del art.242 inc. 1 y 2 L.C. y no son las “remuneraciones del trabajador que habilitan el arbitrio del pronto pago” (arts.16 y 183 L.C.; esta Sala, causa Nº48674, 20/4/2004 “Iriarte, Héctor y otro  Incidente Pronto Pago en autos: Iturralde S.E.C.P.A. s/Concurso Preventivo”).

         Se agregó allí que si bien el actual art.241 inc.2 L.C. “mejora la fórmula del anterior artículo 265 inc. 4 de la ley 19551, despejando los problemas que derivaban del art.268 de la ley de contrato de trabajo” (Rubin Miguel Eduardo “Los Privilegios en la Reforma de la Ley 24522”, L.L.1996-B-927), lo decisivo es que el privilegio general (del cit.art. 246 inc. 1º L.C.) “ampara también a los honorarios de los abogados patrocinantes del trabajador en juicio laboral” (Rivera Julio C. “Instituciones de Derecho Concursal” T.II p.276 y 282/283; Rivera-Roitman-Vítolo “Concursos y Quiebras-Ley 24522” p.384; Grispo, Jorge D. “Tratado sobre la ley de concursos y quiebras” cit. T.VI p.220, con reenvío a L.L.1985-78, 115-R). Aún cuando “la jurisprudencia ha sido vacilante”, cabe sostener que “no gozan de privilegio especial los honorarios regulados al abogado del trabajador que lo representó en el juicio laboral”, los que “sí tienen el privilegio general del art.246 inc.1º que incluye en la preferencia reconocida a los créditos laborales a las costas judiciales en su caso” (conf. Rivera Julio “Instituciones” cit. p.276 y reenvíos a L.L.1984-B-303). Ello así siempre que el “crédito del trabajador haya sido reconocido como privilegiado (aut.y ob.cit.  p.282 notas 56 y 58, con remisión a L.L. 1987-E-250, E.D. 115-402 y a Rouillón “Digesto Práctico La Ley” sum. 10764).

         De ese modo se pronuncia también calificada doctrina (Fassi, Santiago-Gebhardt, Marcelo “Concursos y Quiebras”,  p.483 Nº1; Grispo, Jorge P., ob.cit. T.6 p.220).  

         Antes de la sanción de la ley 24522 se había entendido que el privilegio especial laboral no comprendía las costas (art.265 inc.4, 266 ley 19551 y art.298 ley 20744; conf. Kemelmajer de Carlucci, Aída “Los privilegios en el proceso concursal”, p.128) y ello sin perder de miras que el actual pronto pago de los arts.16 y 183 de la ley 24522 protege todos los créditos a los cuales se les concede tanto privilegio general como especial (art.241 inc.2, 242 inc.2 y 246 inc.1º; conf. Kemelmajer de Carlucci, Aída “Modificaciones al Régimen de Prioridades Concursales”, Rev. Derecho Privado y Comunitario Nº11 p.167). Prevalece la opinión de que “el crédito por honorarios regulados en definitiva en el proceso laboral como costas judiciales a cargo del empleador concursado, enmarca dentro de la preferencia normada por el art.270 inc.1º in fine de la ley 19551 (ahora, art.246 inc.1 ley 24522)” (esta Cámara, Sala I, causa Nº32559, 25/3/92 “Carciochi Julio Valentín-Concurso Civil-Incidente de verificación”; esta Sala causa Nº46874, 20/04/2004, “Iriarte, Héctor y otro. Inc.Pronto Pago en autos: Iturralde S.E.C.P.A. s/Concurso Preventivo” cit.).

         En suma: los honorarios profesionales de los letrados del trabajador regulados en sede laboral no están comprendidos en el privilegio especial de los arts.241 inc.2 y 242 inc.2, sino en el del privilegio general del art.246 inc.1.

         3) El citado art.246 L.C. establece que gozan del privilegio general los créditos derivados de la relación laboral y “se incluyen los intereses por el plazo de dos años contados a partir de la mora y las costas judiciales en su caso” (inc.1º).

         Entonces, el privilegio es dual: intereses, por un lado y con el límite de dos años desde la mora, y costas judiciales en su caso.

         Ahora bien: la asimilación de los honorarios del abogado del trabajador con el crédito laboral al que accede deriva de su “accesoriedad con el crédito laboral” (Grispo, Jorge Daniel “Tratado sobre la ley de concursos y quiebras” T.I p.220).

         Se ha dicho que el privilegio se funda en “la accesoriedad de la retribución que debe seguir la suerte del principal, o sea que está supeditada a la graduación con la que se verificó en el proceso concursal” (Pesaresi, Guillermo-Passarón, Julio, “Honorarios en concursos y quiebras”, pág.585; conf. jurisprudencia cit. por Rivera Julio-Roitman Horacio–Vítolo Daniel, “Ley de Concursos y Quiebras” cit. pág.295 Nº1; Ferrer, Patricia “Las relaciones laborales en los procedimientos concursales. La nueva normativa introducida por la ley 24522”, Rev.Derecho Privado y Comunitario Nº10 “Concursos y Quiebras. I” p.150). 

         En postura contraria se ha dicho que no existe relación de accesoriedad entre el crédito del trabajador y el honorario de su letrado por lo que los honorarios judiciales impuestos en calidad de costas al concursado gozan “únicamente” de privilegio general y no especial (C.Civ.y Com. Lomas de Zamora, Sala I, 12/6/97, “Camfide S.A. s/Conc.Prev. s/Inc.Verif.crédito Barrionuevo, Carmen”, L.L.Bs.As. 1998-634).

         Empero el criterio mayoritario de que los honorarios regulados en sede laboral deben concurrir al concurso para ser verificados con el privilegio general al que acceden, se ha hecho extensivo al reajuste monetario, entonces vigente (Pallasa, Manuel “Honorarios regulados en sede laboral, su reajuste concursal hasta el efectivo pago”, L.L.1984-C-11; conf. Pesaresi-Pasaron “Honorarios en Concursos y Quiebras” cit. p.585 y nota 639).

         Sin embargo otros fallos, como lo refieren Junyent Bas y Flores, han considerado a los honorarios comprendidos dentro de las costas (actual art.246 inc.1 L.C.; auts. cit. Yunyent Bas Francisco-Flores Fernando “Las relaciones laborales ante el concurso y la quiebra” p.289 y especialmente nota 29) al recordar que “el art.270 inc.1 de la ley 19551 reconoce “en su caso” privilegio general a las costas judiciales impuestas en el proceso donde fuera obtenido el reconocimiento de créditos laborales, solución también acogida por el art.273 de la ley laboral. En consecuencia la interpretación de la regla lleva a graduar el crédito por honorarios atendiendo el carácter privilegiado, o quirografario, que ostente la acreencia derivada de la relación laboral que determinó la fijación del emolumento” (C.N.Com. Sala D, 17/6/83, “Industrias Biológicas S.A. s/Quiebra, s/Inc. de Verificación de Crédito Gerealvo Rosa A. y otros” con reenvío a antecedentes del Tribunal, con nota de García Martínez, Roberto “Compaginación de Principios Concursales y Laborales”, L.L. 1983-D-554; para el caso de los peritos C.N.Com. Sala B, 30/12/94 “Banco Argenfe S.A. s/quiebra s/inc.verif.de Créd. por García Domingo R.”, L.L.1995-C-663).

         Ello tiene significación ya que “el privilegio general ampara el capital. Tratándose de créditos laborales (inc. 1º del art.246) se incluyen los intereses por el plazo de dos años contados a partir de la mora y las costas judiciales en su caso” (Rivera Julio-Roitman Horacio-Vítolo Daniel, “Ley de Concursos y Quiebras”, T.III, pág.291 Nº4), porque “los honorarios regulados a los profesionales del actor en el juicio laboral corren la misma suerte que el crédito respectivo” (C.N.Com. Sala B, 16/8/82, L.L. 1983-A-99; E.D. 101-297; cit. en Rivera-Roitman-Vítolo, “Ley de Concursos y Quiebras” cit. pág.295 Nº1; Cám.2ª Civ.y Com. Córdoba 11/7/84 en L.L.1985-78, 115,R).

         Los honorarios profesionales del abogado son asimilables o equiparables a los créditos laborales cuyo reconocimiento los generó y los intereses que devenguen están alcanzados por el tope del “plazo de dos años contados a partir de la mora, resultando quirografarios los créditos (por intereses) que superen ese límite temporal” (conf. Dasso, “El concurso preventivo y la quiebra”, T.II págs.1082 y 1083; Rivera, Roitman y Vítolo, “Ley de concursos y quiebras”, T.III, pág.291; esta Sala, causa Nº46065, 13/11/2003 “Peralta Roberto A. y ot. c/Ronicevi S.E.C.P.A.”, con primer voto del Dr.Peralta Reyes).

         De modo, entonces, que es dable concluir que los honorarios del letrado que patrocinó al trabajador laboral están amparados por el privilegio general del art.246 inc.1 L.C. por su accesoriedad con el crédito cuya labor profesional permitió se lo reconociera judicialmente y no por corresponder al rubro “costas”, al que también se refiere el citado artículo 246 L.C. Resulta razonable interpretar que el particular caso de las costas laborales parece reservado al “harto improbable supuesto de que el acreedor laboral pague las costas” (tasa de justicia, honorarios de su abogado, peritos, etc.) y se subrogue en los derechos y acciones (Games, Luis- Gérez, Oscar- Esparza G. “Aspectos laborales en la nueva ley de concursos y quiebras (ley 24522)”, pág.223).

         Caso contrario, de entenderse que la equiparación del honorario lo es por las costas y no por el crédito laboral, como se infiere de fs.11vta., se produciría el contrasentido de que el crédito profesional (como accesorio) no tendría límite temporal ya que no lo alcanzaría la valla de los dos años –que se refiere exclusivamente a los intereses- y en cambio ese tope sí comprendería al crédito laboral que lo originó.

         En conclusión: el crédito de autos debió ser admitido con privilegio general comprensivo del capital y los intereses por el plazo de dos años desde la mora, y el resto –hasta la sentencia de quiebra- como quirografario, (arts.129, 239, 241, 242, 246 inc.1, 247 y conc. L.C.). Por ello la liquidación practicada (fs.8/9 que corresponde a fs.230/231 de los autos principales) deberá adecuarse a estos parámetros (conf. fs.8/9, fs.20vta./21 y sentencia fs.37/38), pero con la salvedad de no perjudicar los derechos del acreedor, es decir con los límites que surgen de la prohibición de la “reformatio in pejus”. Si bien no resulta clara y asertiva esa liquidación (reitero fs.8/9), su reformulación (es decir adecuación de intereses a las pautas anteriormente expuestas) podría tal vez agravar, en perjuicio del recurrente, su derecho adquirido por la sentencia en recurso que admitió el privilegio general por $57.544,30 y como quirografario por $61.966,87. Por ello se impondrá, en su caso, mantener lo decidido jurisdiccionalmente, sin agravio de ningún interesado.

         4) Cabe recordar que el principio de la prohibición de la “reformatio in peius” implica el impedimento del tribunal de apelación de empeorar la situación del apelante ya que en nuestra legislación campea con todo vigor el apotegma “tantum devolutum quantum apellatum”. La Alzada, a falta de recurso de la contraparte, no podrá perjudicar al apelante, desconociendo o imponiendo nada de lo que reconocía o no imponía la sentencia impugnada” (Azpelicueta, Juan José – Tessone, Alberto, “La Alzada. Poderes y deberes”, p.169). Agregan estos autores que “la Cámara violará el principio de congruencia, cada vez que sin recurso, principal o adhesivo del apelado, reforme la sentencia en perjuicio del apelante (auts. y ob. cit., p.169; Loutayf Ranea, Roberto, “El recurso ordinario de apelación en el proceso civil”, cit. T.1 p.143). Señala Hitters que la prohibición de “reformatio in peius” se justifica porque en definitiva “el que ataca una providencia jurisdiccional busca mejorar su situación en el juicio y no sería correcto que a través de su propio embate se altere el proveimiento en su contra, cuando el agraviado no se opuso”. Agrega luego que “si el perdidoso no se queja no puede el “ad quem” beneficiarlo, pues ello equivaldría a que, por ejemplo, en la instancia de origen el juez oponga defensas que no han sido esgrimidas por el interesado” (aut. cit. “Técnica de los recursos ordinarios” p.131/132). En la observancia de este principio están comprometidos la garantía de defensa en juicio y del derecho de propiedad (art.18 y 19 Const.Nac.; Sosa Gualberto L., “Procedimiento Ordinario de Segunda Instancia” en “Recursos Judiciales”, p.154 coord. Por Osvaldo Gozaíni) y el principio de correlación o congruencia que, en el tema en examen, “significa que a falta de recurso contrario no se puede empeorar la situación del recurrente” (De La Rúa, Fernando “Límites de los recursos y prohibición de “reformatio in peius” en materia penal y civil”, L.L., 1982-B102; Chiappini, Julio, “La reformatio in peius comprende la tipificación”, J.A. 1995-IV-1083). Cabe recordar que se ha enfatizado que el principio procesal de congruencia tiene raigambre constitucional (C.S.,, 24/8/95, “P., F.F. c/Empresa Ferrocarriles Argentinos”, L.L. 1995-E-17, y sus remisiones a Fallos: 229:953; 230:478 – L.L., 76-650; 248:548; 302:263; 307:948; 313:528).

         La jurisprudencia casatoria bonaerense ha desarrollado una sólida doctrina legal sobre este instituto al afirmar que “la reformatio in peius es un principio de jerarquía constitucional –derivado del apotegma tantum devolutum quantum apellatum- que indica  que el juez de la apelación no tiene más poderes que los que caben dentro de los límites de los recursos deducidos y que veda la posibilidad de agravar, perjudicar o empeorar objetivamente la situación del recurrente, e impide que se prive a la impugnación de su finalidad específica de obtener una ventaja o un  resultado más favorable” (S.C.B.A., Ac.34184, 13/8/85, “Bertella de Sabaris, Margarita c/Ledesma, Raúl s/Daños y Perjuicios”, A.y S., 1985-II-324, D.J.B.A., T.1986-130, p.74; Ac.43697, 11/12/90, “A. de R., O.S. c/R., J. s/Separación personal”, en A.y S., 1990-IV-492; Ac.54479, 5/3/96, “Bazán Miguel c/Camiletti, Alejandro s/Daños y Perjuicios”).

         Más puntualmente sostuvo la Suprema Corte local que el principio de la reformatio in peius prohibe “agravar o perjudicar objetivamente” la situación del apelante (S.C.B.A., L.46476, 5/11/91, “Berón”; L49602, 6/4/93, “Salinas”; Ac.52665, 16/8/94, “Del Pupp”; Ac.83536, 16/6/2004, “Cavallero”, voto Dr.Roncoroni).

         De modo que si la liquidación a practicarse por el síndico, arrojare un resultado adverso al reconocido al Dr.G.J.P. de V. en la sentencia en crisis, deberá mantenerse el derecho creditorio allí reconocido tanto en su cuantía como su privilegio (art.272 C.P.C.).

         5) Dos aclaraciones finales.

         La reformulación  de la liquidación practicada por el síndico debe necesariamente respetar el principio constitucional señalado, el que también es de aplicación cuando están en juego normas de orden público (Loutayf Ranea Roberto “El recurso ordinario de apelación en el proceso”, T.1 pág.152 Nº50). Pese a las facultades oficiosas del Juez de la quiebra (esta Sala, causa Nº38524, 28/10/97 “Alvarez Mariano en “Agronomía Bolívar S.A. s/quiebra. Tercería de mejor derecho”) la entidad y alcances de la cuestión patrimonial debatida en este proceso y las conductas procesales de las partes –incidentista, sindicatura y fallida- conllevan a admitir que debe prevalecer el principio de la irrevisibilidad oficiosa de la sentencia firme.

         La final aclaración radica en robustecer la razonabilidad y conveniencia de la fórmula solutoria propuesta (disponer se practique una nueva liquidación por la sindicatura) prescindiendo de ordenar en esta instancia una medida para mejor proveer, criterio que en caso similar –aunque no idéntico- generó una muy respetable crítica discrepando con lo resuelto por este Tribunal, (de Edgardo D. Truffat, “La verificación de créditos: algunos comentarios sobre ese tema inagotable de la sentencia”, esta Sala, 23/10/2003 “Banco Mayo Coop.Ltdo. en liquidación judicial s/inc.de rev. en Agronomía Laprida S.R.L. s/conc.prev.” publicado en L.L. Suplemento de Concursos y quiebras, mayo/2004, pág.39), que, insisto, no comparto. El criterio resolutivo no supone un “tertius genus” sino que, lejos de ser inusual, presupone el activismo del juez, potenciado en el proceso falimentario (art.274 L.C.), omite suplir el incumplimiento de la carga de la postulación por el incidentista (art.330 C.P.C.) y el déficit del informe de la sindicatura (art.35 L.C.), facilitando que la cuestión se resuelva, bilateralmente, con dilaciones similares a las que derivaría de sustanciar la medida para mejor proveer en lo atinente a su contralor por las partes (art.36 C.P.C.; conf. las objeciones del autor y ob.cit.).

         Es, en suma, la forma que –a mi entender- más y mejor concilia los intereses patrimoniales en juego, la celeridad, economía y concentración procesal, atendiendo a la actividad y conducta de las partes, por lo que pese a las calificadas opiniones en contra postulo, sea la que se aplique en autos. 

         6) En conclusión:  

         La sindicatura deberá practicar en la instancia de origen nueva liquidación, con control de la fallida y del incidentista, que se adecue al límite temporal de intereses de dos años (art.246 inc.1, cit. y con respecto del otro límite sentado en el art.129 L.C.Q.) en el plazo y modalidades que se determinen por la Sra.Jueza de la causa (art.274 L.C.); pero ese nuevo monto sólo se admitirá en cuanto no sea inferior a $57.544,30 como privilegiado y $61.966,87 como quirografario (sentencia fs.37/38; arts. 110, 274, 275, 278, 280, 281 y concs. L.C.).

         III) El último agravio expresa que tanto en la sentencia en recurso (art.37 L.C.) como en la dictada en el estadio del art.36 L.C. se declaró al crédito en revisión como “admisible” debiéndoselo reconocer como “verificado”.

         El agravio, en realidad, es más bien dogmático toda vez que el “nomen iuris” empleado en la sentencia (sea en la oportunidad del art.36 L.C. –fs.10/13-, sea en la oportunidad del art.37 L.C. –fs.37/38-) no impidió el pleno ejercicio del derecho impugnativo del acreedor.

         Empero, y pese a ello, analizaré el encuadre legal impugnado.

         La ley 24522 introdujo algunas modificaciones en sus arts.36 y 37 L.C. al régimen de la ley 19551.

         El art.36 L.C. establece que el crédito o privilegio no “observado” por el síndico, el deudor o los acreedores (los anteriores arts.36 y 37 ley 19551 se referían a la “impugnación”) son declarados “verificados si el juez lo estima procedente” (actual art.36 L.C.). Cuando existan “observaciones” el juez decide si el crédito o el privilegio es admisible o inadmisible. De modo que desde el puro dogmatismo, crédito verificado es aquél que no fue impugnado (rectius: observado) y el juez estima procedente. Crédito no verificado es aquel que pese a que el síndico, o los acreedores o el fallido no cuestionan el juez no lo admite. De ahí que las denominaciones de admisibilidad e inadmisibilidad están reservadas a la declaración jurisdiccional de los créditos previamente observados.

         Y en autos el síndico, aunque implícitamente, observó en su informe (fs.9, art.35 L.C.) la preferencia invocada por el acreedor y reformuló los montos que discriminó como privilegiado y como quirografario. La Sra.Juez expresamente desechó ese privilegio declarándolo admisible. De modo que no “verificó” el privilegio especial pedido por la parte ni tampoco admitió el privilegio parcial aconsejado por el Síndico, y lo acogió totalmente como quirografario. De ahí que el rótulo de “admisible” es adecuado ante el previo dictamen parcialmente desfavorable (art.36 L.C.), aunque desde el puro dogmatismo se trata de una hipótesis singular: crédito (privilegio, en el caso), parcialmente observado, objeción que no receptó la Sra.Juez y lo declaró “admisible”.
         El tema –y como tuve oportunidad de analizarlo como Juez de 1ª Instancia en el régimen de la ley 19551- ofrece discrepancias doctrinales a la hora de pronunciarse por las nomenclaturas jurídicas (crédito verificado, no verificado, admisible e inadmisible) aunque se coincide en algunas equiparaciones. Es que en realidad partiendo siempre de los comienzos del proceso verificatorio, y más allá de impurezas técnicas, el crédito “no verificado” equivale a inadmisible (Tonon, Antonio  “Derecho Concursal” T.I p.266 nota 40). Y se pronuncia por la existencia de sólo tres variables de la sentencia de verificación: declarar el crédito o privilegio verificado, admisible o inadmisible (aut.y ob.cit. p.264). Fassi y Gebhardt aclaran –de consuno con el actual art.37 L.C.- que sólo produce los efectos de la cosa juzgada el crédito no impugnado y que el juez declara verificado (Fassi Santiago-Gebhardt Marcelo “Concursos y quiebras” p.125 Nº1). Quintana Ferreyra luego de puntualizar la conveniencia en utilizar los términos “admisible” o “inadmisible” para los créditos objetados sostiene que el “no verificado” está incluido en el art.37 de la ley concursal que admite la revisión (Quintana Ferreyra, Francisco “Concurso” T.I p.426). Florit y Rossi explican que existen “dos tipos o categorías de declaraciones judiciales del art.37 de la ley concursal: los créditos o privilegios declarados verificados o no; y los créditos o privilegios declarados admisibles o inadmisibles. La diferencia está dada por la existencia o no de impugnación de la sindicatura (auts. cit. “Comentario teórico práctico a la ley de concursos” p.320).” (Juzg.Civ. y Com. Nº1 Azul, 11/3/93 “Curtiduría Azul S.A. s/quiebra s/inc.de verif. Tardía por Mondini, Rubén” L.L.B.A. 1994 pág.663).

         Rouillón refiere a los créditos “verificados”, “no verificados”, “admisibles” y “no admisibles” (Rouillón, Adolfo, “Apuntes sobre el recurso de revisión”, J.A.1987-III-691 y “Régimen de Concursos y Quiebras. Ley 24522” p.99/100).

         Lo importante –y en ello existe consenso- radica en la apertura de la instancia revisora (Galíndez Oscar “Verificación de créditos” p.216), lo que en el caso se cumplimentó sobradamente.

         Por ende no asiste razón al agravio en cuanto a que su acreencia debió ser inicialmente admitida como verificada lo que –dice- se repite en la oportunidad de emitirse la sentencia judicial en recurso. En ambos estadios, y por lo expuesto, la designación correcta es la de crédito y privilegio admisibles.

         IV) Las costas, en ambas instancias, deberán ser impuestas por su orden ya que con abstracción del resultado que arroje la liquidación que habrá de practicarse, toda vez que ambas partes –incidentista y sindicatura- con sus respectivas conductas procesales dieron motivo a la promoción de este incidente (art.68 “in fine” C.P.C.; arts.278, 280, 281 y concs. L.C; esta Sala causa Nº43336, 18/4/02 “Administración Federal de Ingresos Públicos D.G.I. c/Talleres Metalúrgicos Concetti s/Conc.Preventivo. Incidente de Revisión”; Cám. 2ª La Plata, Sala 1, 29/08/89, “Cabrera, Adelaida c/Oha, G. s/Daños y Perjuicios”; Cám.1ª Civ.y Com., Sala 2, La Plata, 1/8/91, “Banco Cooperativo de La Plata c/Carpignanao, Alberto T. s/Ejecutivo” y causa del 24/5/94 “Oscar Antonio Zambano SAICFIC c/Zambano, Carlos Alberto y otra s/Desalojo”).

         Así lo voto 

                        A la misma cuestión, los Señores Jueces, Dres. Peralta Reyes y De Benedictis votaron en idéntico sentido.       

         A LA SEGUNDA CUESTION, el Señor Juez Doctor GALDOS, dijo:  

         Atento lo acordado al tratar la cuestión anterior, demás fundamentos del acuerdo, citas legales, doctrina y jurisprudencia referenciada, y lo dispuesto por los arts.266, 267 y concs. del C.P.C.C., corresponde modificar la sentencia recurrida disponiendo que, en la Instancia de origen, se practique liquidación con los alcances y modalidades fijadas precedentemente (Considerando II punto 6) confirmándose en todo lo demás en cuanto decide, con costas en ambas instancias por su orden (art.68 y 69 C.P.C.). Difiriendo la regulación de honorarios para su oportunidad (art.31 ley 8904).    

         Así lo voto.

         A la misma cuestión, los Señores Jueces, Dres. Peralta Reyes y De Benedictis votaron en idéntico sentido.       

         Con lo que terminó el Acuerdo dictándose la siguiente:





S  E  N  T  E  N  C  I  A
                Azul,    15         de octubre de 2004

                 AUTOS Y VISTOS:
                   CONSIDERANDO:
         Por todo lo expuesto, atento lo acordado al tratar las cuestiones anteriores, demás fundamentos del acuerdo, citas legales, doctrina y jurisprudencia referenciada, y lo dispuesto por los arts.266, 267 y concs. del C.P.C.C., MODIFÍCASE la sentencia recurrida disponiendo que, en la instancia de origen, se practique liquidación con los alcances y modalidades fijadas parcialmente (Considerando II    punto 6) CONFIRMÁNDOSE en todo lo demás en cuanto decide, con costas en ambas instancias por su orden (art.68 y 69 C.P.C.).DIFIÉRESE la regulación de honorarios para su oportunidad (art.31 ley 8904). NOTIFÍQUESE por Secretaría y devuélvase. Fdo.: Dr.Jorge Mario Galdós – Presidente – Cámara Civil y Comercial – Sala II – Dra.Ana María De Benedictis – Juez – Cámara Civil y Comercial – Sala II – Dr.Víctor Mario Peralta Reyes – Juez – Cámara Civil y Comercial – Sala II. Ante mí: Dra.María Fabiana Restivo – Secretaria – Cámara Civil y Comercial – Sala II.------------

